CONCEPTO 79 DE 2014
(5 febrero)

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Ref. Su solicitud concepto(1)
Cordial saludo:

Se basa la consulta objeto de estudio en obtener concepto jurídico sobre la aplicación del Artículo12 del Decreto 302 de 2000, respecto de la independización de las acometidas a un usuario y el procedimiento de atención por parte de la Empresa de Servicio Público.

Antes de suministrar una respuesta a su inquietud, es preciso advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el Artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo(2), toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la Entidad, ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(3) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(4), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(5) esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, ya que el ámbito de su competencia en relación con éstos, se contrae de manera exclusiva a vigilar y controlar el cumplimiento de aquellos que se celebren entre las empresas y los usuarios (artículo 79.2(6) de la ley 142 de 1994). Lo contrario podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.
En tal virtud, tanto las preguntas como las respuestas, deben darse en forma que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares.

Hechas las anteriores precisiones y en orden a atender su consulta resulta planteada, deviene la necesidad de abordar las siguientes temáticas: 1. Contrato de Condiciones Uniformes y Tarifa del Servicio de Acueducto y Alcantarillado. 2. Independización de acometidas. 3. Suspensión del Servicio, Corte o Terminación del Contrato de Servicios Públicos. 4. Clasificación de Inmuebles.
1. Contrato de Condiciones Uniformes y Tarifa del Servicio de Acueducto y Alcantarillado.
En este punto, se ratifica la línea conceptual expresa por esta Oficina en los Conceptos Unificados SSPD-OJU-2010-12 y SSPD-OJU-2010-24 y Concepto SSPD-OJ-2013-316, como a continuación se indica:
“Resulta imperativo aclarar, en primer término, que la prestación de un servicio público domiciliario presupone la existencia de un contrato de condiciones uniformes celebrado entre el usuario o suscriptor y la empresa de servicios públicos domiciliarios correspondiente, el cual es ley para las partes en los términos del Artículo 1602 del Código Civil.
Sobre el contrato de servicios públicos, la Ley 142 de 1994(7), en sus Artículos 128 y 129, disponen lo siguiente:
“...Es un contrato uniforme, consensual, en virtud del cual una empresa de servicios públicos los presta a un usuario a cambio de un precio en dinero, de acuerdo a estipulaciones que han sido definidas por ella para ofrecerlas a muchos usuarios no determinados.
Hacen parte del contrato no solo sus estipulaciones escritas, sino todas las que la empresa aplica de manera uniforme en la prestación del servicio. (...)”. Negrilla fuera de texto.
La misma normativa prevé que el contrato de servicios públicos existe “... desde que la empresa define las condiciones uniformes en las que está dispuesta a prestar el servicio...”, aun cuando algunas de ellas “... sean objeto de acuerdo especial con uno o algunos usuarios” “...y el propietario, o quien utiliza un inmueble determinado, solicita recibir allí el servicio...”, siempre que “... el solicitante y el inmueble se encuentran en las condiciones previstas por la empresa”.
Así las cosas, se puede sostener que para que exista el referido contrato se deben cumplir los siguientes requisitos: “... Que la empresa prestadora de servicios públicos defina previamente las condiciones uniformes en las que presta el servicio....Que el propietario o quien utiliza un inmueble determinado solicite recibir allí el servicio. (y) …Que tanto el inmueble como el solicitante cumplan los requisitos definidos por el prestador, en las condiciones uniformes...”.
El carácter uniforme del contrato de servicios públicos hace que sea considerado como de “adhesión”, lo que significa que el usuario acepta las condiciones previamente establecidas por el prestador del servicio y ofrecidas de manera masiva y homogénea al público, sin posibilidad de deliberar o discutir su contenido y sin perjuicio de los acuerdos particulares que pueda realizar con el mismo, sobre la base de ofertas realizadas en condiciones de igualdad.
Las normas antes transcritas prescriben que el contrato de servicios públicos es además consensual, todo lo cual significa que nace a la vida jurídica solamente con el consentimiento de las partes (Artículo 1500 del Código Civil) y por tanto, no requiere de formalidades especiales para producir sus efectos. Cabe anotar que el consentimiento del usuario se entiende dado cuando solicita la prestación del servicio y/o acepta las condiciones que, para el efecto, establece la empresa prestadora del respectivo servicio”.
Cabe anotar que de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 130 de la Ley 142 de 1994, son partes del contrato de prestación de servicios públicos, la empresa de servicios públicos, el suscriptor y/o usuario, términos estos últimos que deben entenderse al tenor de lo establecido en el Artículo 14 de la misma normativa, así:
“14.31. Suscriptor. Persona natural o jurídica con la cual se ha celebrado un contrato de condiciones uniformes de servicios públicos.
14.33. Usuario. Persona natural o jurídica que se beneficia con la prestación de un servicio público, bien como propietario del inmueble en donde este se presta, o como receptor directo del servicio. A este último usuario se denomina también consumidor”.
Ahora bien, la obligación principal derivada del referido contrato para la empresa es la prestación continua y eficiente del correspondiente servicio, mientras para el usuario será el pago de la tarifa pactada.
“Así, la tarifa es el “precio” que se paga por el servicio recibido. “Precio” que remunera los costos que fueron necesarios para la prestación del servicio, en atención al principio de onerosidad de los servicios públicos, consagrado constitucionalmente...
En efecto, de conformidad con el artículo 128 de la Ley 142 de 1994… el esquema de prestación de los servicio públicos se da a través del “contrato de servicios públicos”, entendido como un contrato uniforme, consensual, en virtud del cual una empresa de servicios públicos los presta a un usuario “a cambio de un precio en dinero…”
De modo que, los usuarios tienen el derecho a recibir el servicio por parte de la empresa prestadora, en forma continua y de buena calidad, a cambio del valor de la tarifa que pagan, la cual debe ajustarse, a la metodología establecida por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, de acuerdo con las estipulaciones de dicho contrato como señalan los artículos 128, 129 y 136 de la Ley 142 de 1994"(8).
De acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 90 de la Ley 142 de 1994, son elementos de las fórmulas tarifarias un cargo por unidad de consumo, un cargo fijo y un cargo por aportes de conexión.
El cargo fijo debe “... reflejar los costos económicos involucrados en garantizar la disponibilidad permanente del servicio para el usuario, independientemente del nivel de uso”.
“...La ley considera como costos necesarios para garantizar la disponibilidad permanente del suministro aquellos denominados costos fijos de clientela, entre los cuales se incluyen los gastos adecuados de administración, facturación, medición y los demás servicios permanentes que, de acuerdo a definiciones que realicen las respectivas comisiones de regulación, son necesarios para garantizar que el usuario pueda disponer del servicio sin solución de continuidad y con eficiencia. (…)"(9).
“Cabe anotar además que para el servicio público de acueducto y alcantarillado existe normativa que prevé el cobro de un cargo fijo, el cual debe reflejar los costos económicos para efectos de garantizar la disponibilidad del mismo.
En efecto, la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico expidió la Resolución CRA 151 de 2001(10), en cuyo Artículo 1.2.1.1 se definió el cargo fijo como aquél valor “... unitario por suscriptor o usuario, que refleja los costos económicos involucrados en garantizar la disponibilidad permanente del servicio, independientemente del nivel de uso...”. Y en la Resolución CRA 287 de 2004(11), Artículo 2, señala los componentes de las fórmulas tarifarias, dentro de los cuales se incluye un cargo fijo y un cargo por unidad de consumo"(12).
Así las cosas, es dable afirmar que el contrato de servicios públicos, incluidos todos aquellos aspectos que por ley se consideran parte del mismo, es de obligatorio cumplimiento para sus partes, de tal modo que el prestador deberá prestar el servicio en condiciones de calidad y continuidad mientras que el suscriptor o usuario deberá pagar el precio del mismo, de acuerdo con el régimen tarifario vigente.

Cabe destacar que el cargo fijo se cobra “por usuario o suscriptor” y que, de acuerdo con lo expuesto, no existe un “cargo fijo adicional” como elemento de las fórmulas tarifarias.
2. Independización de acometidas.
La Ley 142 de 1994 define acometida de la siguiente manera:
“14.1. Acometida. Derivación de la red local del servicio respectivo que llega hasta el registro de corte del inmueble. En edificios de propiedad horizontal o condominios, la acometida llega hasta el registro de corte general. Para el caso de alcantarillado la acometida es la derivación que parte de la caja de inspección y llega hasta el colector de la red local. (…)”.
Ahora bien, por regla general a cada unidad habitacional o no residencial le corresponde una acometida y un equipo de medición. Cabe anotar que de conformidad con lo dispuesto en los Artículos 9 y 146 de 1994, la empresa y el usuario o suscriptor tiene derecho a que el consumo se mida y sea elemento del precio, para lo cual se emplean los instrumentos tecnológicos apropiados.
Con todo, en aquellos casos en que, efectuada la visita al inmueble, la empresa estime que es necesario independizar las acometidas podrá exigirlo o autorizarlo.
En efecto, tal y como lo manifiesta la peticionaria en su consulta, el Artículo 12 del Decreto 302 de 2000(13), establece lo siguiente:
“La entidad prestadora de los servicios públicos sólo estará obligada a autorizar una acometida de acueducto y alcantarillado por unidad habitacional o unidad no residencial, salvo que por razones técnicas se requieran acometidas adicionales. La entidad prestadora de los servicios públicos podrá exigir la Independización de las acometidas cuando lo estime necesario. En edificios multifamiliares y multiusuarios, la entidad prestadora de los servicios públicos podrá autorizar acometidas para atender una o varias unidades independientes”. Negrilla fuera de texto.
En la Resolución 151 de 2001, expedida por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (Artículo 1.2.1.1) y en el Decreto 229 de 2002 (Artículo 3, Numeral 3.15) sedefine la independización del servicio como “…las nuevas acometidas que autoriza la persona prestadora del servicio para atender el servicio de una o varias unidades segregadas de un inmueble” y se establece que estas “…nuevas acometidas contarán con su propio equipo de medición previo cumplimiento de lo establecido en el reglamento interno o en el contrato de condiciones uniformes”.

De las normas comentadas, se puede colegir que corresponde al prestador de servicios públicos determinar los eventos en va a exigir o autoriza la independización de las acometidas y que los mismos pueden ser determinados en el contrato de condiciones uniformes.
4. Suspensión del Servicio, Corte o Terminación del Contrato de Servicios Públicos.
En este punto, se ratifica la línea conceptual contenida en el Concepto SSPD-OJ-2013-177, en los siguientes términos:

“De conformidad con el artículo 140 de la ley 142 de 1994, las empresas de servicios públicos pueden suspender el servicio por incumplimiento del contrato de servicios públicos o por falta de pago por el término que la empresa señale en el contrato (lo que supone la existencia de una relación contractual enmarcada por el contrato de condiciones uniformes entre la empresa y el usuario y/o suscriptor), sin exceder en todo caso de dos (2) periodos de facturación cuando ésta sea bimestral y de tres (3) periodos cuando la facturación sea mensual. En este caso se trata de una suspensión temporal o transitoria del suministro del servicio, hasta tanto el usuario cumpla con la obligación de pago de las facturas.
Para efectos de la suspensión por falta de pago no es necesario que la empresa adelante ninguna actuación administrativa, basta que en la factura que se remita al usuario se le informe de manera clara el plazo que se le otorga al usuario para efectuar el pago y la fecha en que el servicio será suspendido por no realizar el pago en la fecha indicada. Estas condiciones deben estar previstas en el contrato de condiciones uniformes de la empresa y deben ser conocidas por los usuarios de conformidad con el artículo 131 de la ley 142 de 1994.
Por otra parte, el artículo 141 de la Ley 142 prevé igualmente la terminación y corte del servicio, de manera definitiva, cuando se presenta el atraso en el pago de tres facturas y la reincidencia en una causal de suspensión dentro de un periodo de dos años.
Para proceder a la aplicación de esta medida la empresa debe garantizar el debido proceso al usuario tal como lo advirtió la Corte Constitucional en la Sentencia C-389 de 2002, informando al usuario que ha iniciado una actuación tendiente a cortar el servicio de manera definitiva con el fin de que el usuario pueda ejercer su derecho de defensa. Una vez oído el usuario la empresa puede declarar resuelto el contrato mediante acto administrativo que debe ser notificado la usuario a efectos de que éste pueda interponer los recursos de la vía gubernativa. Resueltos los recursos y en firme la decisión la empresa puede proceder a cortar el servicio de manera definitiva”.
Ahora bien, para efectos de la suspensión del servicio público de acueducto y alcantarillado, el Decreto 302 de 2000, en su Artículo 26, dispone lo siguiente:
“Suspensión por incumplimiento del contrato de condiciones uniformes. El incumplimiento del contrato por parte del suscriptor o usuario da lugar a la suspensión unilateral del servicio por parte de la entidad prestadora de los servicios públicos, en los siguientes eventos: (…)
26.15 No ejecutar dentro del plazo fijado, la adecuación de las instalaciones internas a las normas vigentes y requeridas por razones técnicas o por seguridad en el suministro del servicio”.
En cuanto al corte del servicio y la terminación del contrato, la misma normatividad en sus Artículos28 y 29 dispone que son causales de dicho corte la reincidencia en las causales de suspensión durante un período no superior a dos (2) años, así como el incumplimiento reiterado del contrato de prestación de servicios, en las condiciones de tipo y frecuencia que determine la entidad prestadora de los servicios públicos, siempre y cuando no constituya una causal de suspensión del servicio.

Así mismo, las disposiciones indicadas se establece que la entidad prestadora de los servicios podrá incluir en el contrato de condiciones uniformes como causales de terminación del contrato y corte del servicio, entre otras, la suspensión del servicio no solicitada por el suscriptor ni provocada por el prestador por un período continuo superior a seis (6) meses, y la reconexión del servicio no autorizada, por más de dos (2) veces consecutivas, sin que se haya eliminado la causa que dio origen a la suspensión.

En este sentido, la suspensión o corte del servicio procederá en los eventos en que se presente el incumplimiento del contrato de condiciones uniformes por parte del usuario o suscriptor correspondiente, incluida la renuncia de los mismos a acatar las exigencias del prestador en materia de infraestructura para la prestación del servicio, pero éste deberá respetar, en todos los casos, el debido proceso.

5. Clasificación de Inmuebles.
En este punto, es menester ratificar la línea doctrinaria contenida en el Concepto SSPD-OJU-2009-10, en los siguientes términos:

“La Ley 142 de 1994 únicamente reguló lo relativo a la estratificación socioeconómica para efectos de la clasificación de los inmuebles residenciales conforme a la clasificación por estratos a que se refiere el artículo 103 de dicha ley. Respecto de los inmuebles no residenciales, ha sido vía reglamentaria o regulatoria, como se han señalado los criterios para determinar las distintas clases de usos de los inmuebles no residenciales para efectos del cobro de las tarifas de los servicios públicos domiciliarios.
A continuación se hará referencia a la clasificación de usuarios no residenciales…
…CLASIFICACIÓN PARA LOS SERVICIOS DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO
El artículo 1 del Decreto 229 de 2002, por el cual se modifica el artículo 3 del Decreto 302, contiene las siguientes definiciones para efectos de clasificar a los inmuebles de acuerdo con los distintos usos:
(…) 3.35. Servicio comercial: Es el servicio que se presta a predios o inmuebles destinados a actividades comerciales, en los términos del Código de Comercio.
3.36. Servicio residencial: Es el servicio que se presta para el cubrimiento de las necesidades relacionadas con la vivienda de las personas.
3.37. Servicio especial: Es el que se presta a entidades sin ánimo de lucro, previa solicitud a la empresa y que requiere la expedición de una resolución interna por parte de la entidad prestadora, autorizando dicho servicio.
3.38. Servicio industrial: Es el servicio que se presta a predios o inmuebles en los cuales se desarrollen actividades industriales que corresponden a procesos de transformación o de otro orden.
3.39. Servicio oficial. Es el que se presta a las entidades de carácter oficial, a los establecimientos públicos que no desarrollen permanentemente actividades de tipo comercial o industrial, a los planteles educativos de carácter oficial de todo nivel; a los hospitales, clínicas, centros de salud, ancianatos, orfanatos de carácter oficial. (…)
Para efectos de la facturación a pequeños establecimientos comerciales o industriales conexos a las viviendas, el artículo 2.4.1.2 de la Resolución 151 de 2001, expedida por la Comisión de Regulación de Agua potable y Saneamiento básico, señala lo siguiente:
Facturación a pequeños establecimientos comerciales o industriales conexos a las viviendas: Para efectos de facturación de los servicios de acueducto y alcantarillado, se considerará como residenciales a los pequeños establecimientos comerciales o industriales conexos a las viviendas con una acometida de conexión de acueducto no superior a media pulgada (1/2").
Por su redacción, esta norma hace referencia a que el local conexo comercial o industrial a la vivienda, tenga acometida independiente de ésta, con la condición de que no sea superior a media pulgada (½) para que se le facture de manera independiente como usuario residencial. De no tener acometida independiente el local conexo, se expedirá una sola factura para todo el inmueble como usuario residencial, y se cobrará un solo cargo fijo.
Finalmente, para efectos de la independización de acometidas, corresponde a la empresa efectuar la visita y determinar si se trata de un local conexo que por su actividad amerite independizar las acometidas. (…)
Es preciso indicar que corresponde a los prestadores de servicios públicos domiciliarios realizar la clasificación de los inmuebles de acuerdo con el uso o destinación que sea asignado a los mismos por sus propietarios, poseedores o tenedores. Para efectos de dicha clasificación, en materia de acueducto y alcantarillado, los prestadores deberán realizar una visita al inmueble y dar estricta aplicación a los criterios, factores y condiciones técnicas determinadas por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico – CRA.

Abordadas las temáticas generales propuestas, esta Oficina responde las inquietudes formuladas de la siguiente forma:

¿En qué casos específicos puede la Empresa solicitar la independización de las acometidas a un usuario?
Como ya se mencionó, en el régimen de servicios públicos no se establecen los casos específicos en los cuales la entidad prestadora de los mismos puede exigir a sus usuarios la independización de acometidas, pero sí se indica que esto procede por “razones técnicas” y cuando la empresa lo estime necesario.

En otras palabras, la independización de acometidas está sometida a los criterios de prestación del servicio establecidos por el prestador del mismo, en cuanto a la infraestructura requerida para tal prestación.

¿Qué mecanismos puede utilizar la Empresa para que esta solicitud sea realmente atendida por los usuarios? ¿El usuario al no atender la solicitud de independización, estaría incurriendo en un incumplimiento de la normatividad legal vigente y del contrato se servicios públicos para lo cual procedería la suspensión y/o terminación del contrato?
En el contrato de condiciones uniformes la empresa puede establecer los criterios en el marco de los cuáles ejercerá la facultad contenida en el Artículo 12 del Decreto 302 de 2000, en cuanto a exigir la independización de acometidas a los usuarios. Así las cosas, la negativa de los usuarios a realizar dicha independización, constituirían un incumplimiento del contrato y podría acarrear la suspensión, terminación o corte del servicio en los términos de ley.

Como ya se ha señalado, procede la suspensión por incumplimiento del contrato del servicio cuando no se ejecuta dentro del plazo fijado, la adecuación de las instalaciones internas a las normas vigentes y requeridas por razones técnicas o por seguridad en el suministro. De igual modo, el incumplimiento reiterado del contrato de prestación de servicios, la suspensión del servicio por un período continuo superior a seis (6) meses y la reconexión del servicio no autorizada, por más de dos (2) veces consecutivas, sin que se haya eliminado la causa que dio origen a la suspensión, son causales de corte y terminación del contrato, en los términos de la normatividad vigente. Por supuesto, el prestador debe respetar el debido proceso y por ende, el derecho de defensa del usuario o suscriptor.

¿En caso de que el usuario no realice la independización de las acometidas, son procedentes los cargos fijos adicionales para cada unidad independiente? ¿Si se solicita la independización de un local comercial independientemente adherido a una vivienda y el arrendador no desea hacerla ya que el local comercial es del arrendatario, se puede proceder con el cobro de un cargo fijo comercial adicional o se puede pasar la vivienda a comercial?
No existe en el régimen tarifario un llamado “cargo fijo adicional”. El cargo fijo es un elemento de la tarifa ligado a la comercialización del servicio, en otras palabras, habiendo un solo usuario o suscriptor en la unidad habitacional o no residencial, hay lugar a una única factura y por ende, un único cargo fijo.

Cabe anotar que el arrendatario, en su calidad de usuario del servicio, está obligado a cumplir el contrato de condiciones uniformes y la normatividad vigente en materia de servicios públicos.

¿Si el usuario solicita ante Planeación Municipal nomenclatura para poder solicitar ante la Empresa la factibilidad para el local comercial y Planeación no se la asigna debido a que no cumple con el POT, qué hace la empresa en este caso? procede con la aplicación de un cargo fijo adicional? Se pasa a comercial o continúa como residencial con cargos fijos residencial aún a sabiendas que una parte de la vivienda tiene un uso comercial?
Los prestadores de los servicios públicos de acueducto y alcantarillado deben clasificar los inmuebles no residenciales de acuerdo con la normatividad especial que los rige, antes señalada. Cabe anotar sin embargo que solamente cuando existan unidades independientes en un mismo inmueble y que cuenten con instalaciones y medidores también independientes, cada una de ellas será clasificada según su uso y especificaciones del servicio, todo lo cual se incidirá en la facturación correspondiente de acuerdo a la normatividad vigente.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía y demás entidades públicas un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección:www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios y en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente,

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica

Elaboró: Ana María Velásquez Posada - Asesora OAJ.

Revisó: Víctor Alejandro Rhénals López - Coordinador Grupo Conceptos.

NOTAS AL FINAL:
1. Radicado No. 20135290665102.
Tema: INDEPENDIZACIÓN DE ACOMETIDAS. Subtemas: Contrato de Condiciones Uniformes / Tarifa del Servicio de Acueducto y Alcantarillado / Suspensión del Servicio, Corte o Terminación del Contrato / Clasificación de Inmuebles.
2. Ley 1437 de 2011.
  
3. PARÁGRAFO PRIMERO: En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite.
4. “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”.
5. “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994”.
6. 79.2. Vigilar y controlar el cumplimiento de los contratos entre las empresas de servicios públicos y los usuarios, y apoyar las labores que en este mismo sentido desarrollan los “comités municipales de desarrollo y control social de los servicios públicos domiciliarios” y sancionar sus violaciones.
7. “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”.
8. Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. Oficina Asesora Jurídica. Doctrina Jurídica Unificada en Materia de Servicios Públicos Domiciliarios, Concepto SSPD-OJU-2010-24, páginas 85 y 85.
9. Ibídem, Páginas 130 y 131.
10. “Regulación integral de los servicios públicos de Acueducto, Alcantarillado y Aseo”.
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